Expediente D-1310/02-03

P R O Y E C T O   D E   L E Y

EL SENADO Y CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE

L  E  Y
ARTÍCULO 1°. La designación de los jueces de la Suprema Corte de Justicia, Procurador y Subprocurador General, de acuerdo al artículo 175 primer párrafo de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, será realizada con sujeción al procedimiento establecido en la presente ley.

ARTÍCULO 2°. Recibida la propuesta por el Honorable Senado, será girada a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Acuerdos, la cual, además de las medidas que estipula el reglamento interno de la Cámara, dispondrá su publicación por tres (3) días.  

 
La misma se efectuará, como mínimo, en el Boletín Oficial y en cuatro (4) medios periodísticos, dos (2) orales y dos (2) escritos, de mayor difusión en los ámbitos provincial y nacional.

ARTÍCULO 3°. La publicación deberá contener el nombre y apellido del nominado; cargo para el que fue propuesto; lugar donde se podrán consultar sus antecedentes personales y curriculares; y la invitación a que cualquier ciudadano interesado o entidad intermedia, con domicilio en la provincia, en el plazo de quince (15) días hábiles a contar desde el vencimiento del plazo de la publicación, pueda formular ante la comisión las observaciones y/o impugnaciones que la nominación le merezca, y que a su criterio pudieran obstar o deberían ser tenidas en cuenta en el otorgamiento del acuerdo senatorial solicitado. 

 
La observación y/o impugnación deberá ser formulada en escrito debidamente fundado y firmado, acompañando en su caso la documentación que la respalde.

ARTÍCULO 4°. De todas las observaciones e impugnaciones que se reciban se conferirá traslado al postulado por el mismo plazo indicado en el artículo 3°, con entrega de copias a fin de que efectúe los descargos que estime corresponder en defensa de sus derechos.


Vencido el plazo, se procederá a fijar fecha para que la comisión celebre audiencia a efectos de recibir al nominado.

ARTÍCULO 5°. A la audiencia podrán concurrir todas aquellas personas, entidades y organismos que hubieran efectuado observaciones y/o impugnaciones en la forma prevista en el artículo 3°, las que se encontrarán facultadas para efectuar preguntas al nominado por intermedio de los Senadores, sobre algún hecho relativo a personalidad y antecedentes.


También podrán formular nuevas observaciones y/o impugnaciones, sólo y exclusivamente fundadas en causales de acaecidas en fecha posterior a la oportunidad prevista en el artículo 3°, de las que se conferirá nuevo traslado al nominado para que ejercite su derecho de defensa. 


Los integrantes del Honorable Senado, podrán efectuar todo tipo de preguntas e interrogar libremente al nominado sobre algún hecho relativo a su personalidad y antecedentes.

ARTÍCULO 6°. Producido el cierre del debate, la comisión emitirá dictamen y lo elevará al pleno del cuerpo para que en sesión pública proceda a dar tratamiento a la propuesta de designación. 

ARTICULO 7°. Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

F U N D A M E N T O S

 
La sección de nuestra constitución provincial vinculada con el Poder Judicial fue objeto de importantes modificaciones hacia 1994, en oportunidad de la Convención Constituyente reunida ese año.  Aquí destacaremos aquellas que guardan relación con el objeto de la iniciativa que ponemos a consideración del cuerpo, para que pueda apreciarse en mejor forma su espíritu y basamento. 

 
En ese sentido, el artículo pertinente de la Constitución en su anterior redacción - numerado otrora como 165° y correlato del actual 175° - decía que: "Los jueces letrados y el procurador de la Suprema Corte de Justicia serán nombrados por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado".

 
El texto contenía en un mismo universo a todos los miembros de la judicatura y del Ministerio Público, sin efectuar distinciones de ninguna naturaleza, y establecía un solo y unívoco procedimiento de designación. Esencialmente, los cambios operados en 1994 tienen por eje esos dos aspectos. 

 
Por un lado se incorporó la figura del Subprocurador General, revitalizando su anterior admisión legal y en consonancia con su asunción constitucional en el capítulo correspondiente al Ministerio Público.  

 
Luego se separó entre los integrantes de la Suprema Corte, el Procurador y el Subprocurador, por un lado, y el resto de los jueces e integrantes del Ministerio Público, por otro, con el objeto de establecer dos procesos distintos de selección y designación. 

EL CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

  
En el caso de los comprendidos en este último grupo, se instauró un procedimiento totalmente novedoso en el ámbito provincial, que vino a atenuar la discrecionalidad que ostentaba el Poder Ejecutivo en el sistema. El nuevo artículo 175 de la Constitución Provincial incorpora el instituto del “Consejo de la Magistratura”, que trae aparejado un cambio sustancial en el mecanismo de selección de jueces e integrantes del Ministerio Público. 

 
Hasta la reforma, esos funcionarios eran designados por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado. A partir de entonces se encomienda al Consejo la elaboración de una terna vinculante, quedando a su cargo la esencial función de seleccionar a los aspirantes. 


La Ley 11868 reglamenta la integración del Consejo, la elección de los consejeros, sus atribuciones y su funcionamiento.


El Consejo está presidido por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia, y compuesto por un Juez de Cámara, un Juez de Primera Instancia, un miembro del Ministerio Público, cuatro representantes del Poder Ejecutivo, cuatro representantes del Colegio de Abogados de la Provincia, y seis legisladores, en total 18 miembros.

LAS SESIONES PUBLICAS 

 
Respecto de los jueces integrantes de la Suprema Corte, del Procurador y Subprocurador, se mantuvo su designación por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado, innovándose en el requerimiento de una mayoría especial para la aprobación de la propuesta por parte del cuerpo legislativo. 

 
Asimismo, en lo que nos interesa según las finalidades de este proyecto, se estipula que el acuerdo debe brindarse en sesión pública.   

 
Esta reforma fue impulsada por una sólida corriente doctrinaria, pero fundamentalmente acogió el reclamo de una mayor transparencia institucional en el sistema de designación, incompatible con las sesiones secretas que se utilizaban para otorgar este tipo de acuerdos y que habían sido implementadas a través de la ley 982 del año 1875.

 
No fue sino hasta su sesión del día 13 de julio de 1995, en que el Senado provincial reforma su reglamento interno, estableciendo el carácter público de las sesiones en que se considere la prestación de acuerdos, otorgando operatividad plena a la reciente reforma constitucional de 1994, e interpretando derogada la norma que durante 120 años había determinado el secreto de las sesiones. 

 
A través del presente proyecto, pretendemos otorgar aún mayor publicidad al proceso de designación de los jueces integrantes de la Suprema Corte de Justicia, el Procurador y el Subprocurador.


Para ello, se implementa un sistema que regula el tratamiento del pliego durante su paso por el Honorable Senado. Durante el mismo, se permite la participación de la ciudadanía en función de las posibles objeciones que pudieran efectuarse acerca de los postulados por el Poder Ejecutivo, y en atención a la alta magistratura que desempeñaran. 

 
Consideramos que una mayor exigencia en punto a la publicidad del procedimiento de designación y una participación ciudadana en el mismo, colabora a jerarquizar el Poder Judicial. 


Lejos de pretender su sometimiento a normas o circunstancias de designación propias de otros poderes, las innovaciones que traemos servirán para darle mayor vigor a los elegidos. 


 
En cualquier tiempo, el tema propuesto a debate resulta sensible a la división de poderes, al equilibrio institucional, a la independencia misma del Poder Judicial. Cuanto más en el que nos toca vivir. 

 
Sitiar correctamente la iniciativa importa comprender que el fortalecimiento del Poder Judicial no nace en las limitaciones a la discrecionalidad que aquí se imponen a los Poderes Ejecutivo y Legislativo. Primigenia en su propio desenvolvimiento, en su independencia, en su eficacia, para lo cual, la calidad y excelencia de sus integrantes no puede perderse de vista.  

 
En la elaboración de esta iniciativa hemos tenido particularmente en cuenta los valiosos aportes efectuados por el Dr. Héctor O. Méndez, ex Subsecretario de Justicia de la Provincia, en un proyecto de su autoría que perseguía idénticos fines, aunque diferenciándose en la forma y caracterización de la sesión del Senado.

 
Expresaba entonces el Dr. Méndez algunos conceptos con los cuales nos permitimos coincidir y que fundamentan su reproducción "Este procedimiento permitirá incorporar mayor transparencia al nombramiento de los Ministros del máximo tribunal provincial, generando un republicano control con activa participación de la ciudadanía que siente el procedimiento como propio y por ende, considera esas designaciones como más legítimas, lo cual no sucede si éstas se hacen casi en secreto y sin participación alguna del pueblo"

 
"Es necesario disipar cualquier duda o cuestionamiento en punto a la prevalencia de factores de tipo político partidista en la designación de estos funcionarios, por encima de la consideración de los exclusivos factores objetivos que hagan a su idoneidad profesional, ética y moral, condiciones bajo las que cabe efectuar estos nombramientos"

 
"Con ello se pretende en suma, mejorar la legitimidad democrática de los más altos magistrados de la Suprema Corte Provincial, en momentos en que el Poder Judicial no resulta ajeno a la crisis de credibilidad hacia las instituciones y funcionarios públicos en general" 

Recuerda Sagües que "el Consejo de la Magistratura, junto con la escuela judicial y los concursos, importa un dispositivo destinado a resolver la "cuestión judicial", esto es, la crisis contemporánea de legitimidad del Poder Judicial, que es triple: de calidad, de imparcialidad y de eficacia. Esa crisis, algunas veces terminal, asumida hoy plenamente por la sociedad toda, demanda para su solución reprogramar una judicatura idónea, independiente de los partidos y lobbies, responsable y operativa" ("Variables y problemática del Consejo de la Magistratura en el reciente constitucionalismo latinoamericano", El Derecho, 20 de febrero de 1995).

Nosotros creemos que la reforma propuesta constituirá un aporte a solucionar aquella cuestión judicial, además de otorgar transparencia al proceso de designación, y es por ello que pedimos su aprobación. 

